"2024, Año del Bicentenario de la fundación del Estado de  Chihuahua”
Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas
LXVII LEGISLATURA

DCPCI/08/2024


H. CONGRESO DEL ESTADO.
P R E S E N T E. –
La Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 64, fracción II de la Constitución Política del Estado de Chihuahua, 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, así como 80 y 81 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias, ambos ordenamientos del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración del Pleno el presente Dictamen, elaborado con base en los siguientes:
A N T E C E D E N T E S
I.- Con fecha veinticinco de febrero del año dos mil veintidós, quienes integran el Grupo Parlamentario de del Partido Acción Nacional, presentaron iniciativa con carácter de Decreto a fin de reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Fiscalía General, así como de la Ley de Derechos de los Pueblos Indígenas, ambos ordenamientos del Estado de Chihuahua, en relación con la integración de investigadores indígenas en la unidad especializada en técnicas de investigación de la Fiscalía General del Estado, los cuales tengan pleno dominio de la lengua y la cultura de los pueblos originarios, con el propósito de que esto favorezca la acción de las autoridades competentes, para garantizar el derecho de acceso a la justicia de las personas pertenecientes a los pueblos indígenas.
II.- La Presidencia del H. Congreso del Estado, con fecha veintiocho de febrero de dos mil veintidós, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a esta Comisión de dictamen legislativo la iniciativa de mérito, a efecto de proceder al estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondiente.
III.- La iniciativa se sustenta en los siguientes argumentos:

“Resultado de lo que se ha establecido en los diversos tratados internacionales, entre los cuales destaca el artículo 13 de la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas; de lo previsto en el artículo 2 de nuestra Carta Magna, y de lo señalado en los artículos 8 y 9 de  nuestra Constitución local, es que se derivó la Ley de Derechos de los Pueblos Indígenas, la cual señala como objetivo perfectamente definido, el de garantizar el ejercicio de los derechos de los pueblos originarios presentes en el Estado de Chihuahua, el  reconocimiento de sus comunidades organizadas como sujetos de derecho público; pero sobre todo, las obligaciones del Estado para respetar y promover además,  la observancia de esos derechos.
A partir de la información que ofrecen los resultados de la encuesta intercensal realizadas por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, en el año 2015 la población total de nuestra entidad era de 3 millones 556 mil 574 habitantes, 139 mil 174 pertenecen a pueblos  indígenas asentados en todo el territorio estatal, incluidos entre ellos distintos grupos migrantes, de cuya cantidad es posible afirmar que,  con base en información aportada por  la misma institución en ese año, 113 mil 134   de esas personas, es decir, el 3.18 por ciento de los habitantes del estado, forman parte de alguno de los cuatro pueblos originarios entre tarahumaras, tepehuanes,  guarijós y pimas.
Las personas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas, más allá de gozar de los derechos fundamentales que toda persona tiene, son sujetos de un tipo especial de aquéllos en tanto sujetos colectivos; y siempre que el Estado deba ejercer su facultad para garantizarlos, está obligado a considerar el respeto irrestricto a su territorio, su idioma, su cultura y sus sistemas normativos internos;  es por ello que los diferentes órdenes de gobierno, tienen la gran responsabilidad de unir criterios en el propósito señalado. Y en el tema del derecho de acceso a la justicia, nos interesa destacar que, del total nacional, Chihuahua,  junto con Oaxaca, Chiapas, Puebla, Veracruz, Ciudad de México y Guerrero, se encuentran dentro de las 7 entidades en el país que cuentan con mayor número de población indígena  en prisión; los que, según datos actuales aportados por instituciones gubernamentales de la entidad, a esta fecha dan un total de 429 indígenas privados de su libertad por la comisión de diversos delitos en los CERESOS de Chihuahua, Cd. Juárez, Parral, Casas Grandes, Cuauhtémoc  y Guachochi, dato que incluye carpetas de investigación judicializadas y aquéllas que aún no lo han sido.
Las cifras que hemos citado, nos permiten entender la necesidad de facilitar al Estado los instrumentos legislativos necesarios para  prevenir y en consecuencia, evitar violaciones a los derechos fundamentales de los habitantes de los pueblos y comunidades indígenas, esto con el afán de garantizar el derecho de acceso a la justicia y evitar un alto impacto negativo en su vida personal y comunitaria, atendiendo  la Declaración de los Derechos Humanos respecto al derecho de presunción de inocencia para toda persona acusada de un delito, mientras no se pruebe se culpabilidad en juicio público y con la garantía de  su debida defensa.
En marzo del año 2014, nuestro país vivió una de de los cambios jurídicos más relevantes en materia penal, al promulgarse el actual Código Nacional de Procedimientos Penales, vigente en toda la República  para 2016; este importante instrumento jurídico, conocido como código único por su observancia general en toda la República Mexicana, y por su aplicación tanto en los delitos federales como del fuero común en el ámbito nacional,  tiene por objeto establecer las normas que han de observarse, entre otras cosas, en la investigación para esclarecer los hechos, y así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho con motivo de la comisión del delito, en un marco de respeto a los derechos humanos.
En el actual Código Nacional de Procedimientos Penales, la investigación resulta ser el aspecto más importante del proceso penal desde el momento en que, al aplicarse de manera metódica, técnica y  científica tiene como propósito comprobar la existencia de un delito, averiguar cómo sucedió el hecho, identificar al autor, procesar las pruebas y conocer las causas que motivaron la conducta delictiva y,  además de cumplir con características importantes, deberá ser libre de estereotipos y discriminación, y regirse por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez, lealtad y respeto a los derechos humanos.
Pues bien, dentro de los principios señalados, la lealtad comprende el deber de información veraz sobre la investigación realizada y los conocimientos alcanzados, y el de no ocultar a los intervinientes elemento alguno que pudiera resultar favorable para el imputado y su defensor, para la víctima o el ofendido, y para los demás intervinientes en el proceso. El derecho fundamental implicado en este tema,  es pues,  el derecho a conocer el contenido de la imputación, señalado como la base o el presupuesto elemental para el ejercicio de los restantes componentes del derecho de defensa; y en el tema que planteamos, es de nuestro interés especial que el Estado visualice con mayor precisión y eficacia la forma de que los y las integrantes de los pueblos indígenas involucrados en la comisión de un delito, vean sometidos al procedimiento de investigación científica cada uno de los hechos, instrumentos, causas y circunstancias de un acto tipificado como tal por personas calificadas para tal efecto, pero con la condición obligada de que los investigadores asignados al caso,  dominen su idioma, su cultura, y sus sistemas normativos internos para que así, tengan capacidad suficiente para cumplir con el deber de informar verazmente a sus iguales sobre los elementos del caso.
En una breve búsqueda realizada a la página digital de la Fiscalía General del Estado, encontramos la existencia de un proyecto destacado  que planea incorporar un Departamento de Asuntos Indígenas  dentro de la estructura de la Dirección de la Agencia Estatal de Investigación, lo que resulta interesante; y aunque esa visión es muy adecuada y loable dentro de las acciones gubernamentales para garantizar el derecho de acceso a la justicia de la población referida, ha tardado en concretarse, por lo que consideramos importante que acciones como ésta, estén debidamente soportadas por nuestra legislación, para que la permanencia de proyectos así, de avanzada, no queden sujetos al capricho de las autoridades en turno, garantizando con la reforma que proponemos, que la Fiscalía General del Estado tenga  en su oportunidad, las condiciones legales para proponer las previsiones presupuestales anuales necesarias.
Es por lo anterior que,  como Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, planteamos la necesidad de establecer acciones legislativas que permitan concretar exitosamente el acceso a la justicia para las personas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas de nuestro estado,  mediante la creación de un cuerpo especializado en técnicas de investigación criminal, cuyo personal tenga pleno dominio de su lengua y su cultura, para apoyar en los procesos delictivos (sic) en los que se encuentren involucrados indígenas, de tal manera que, ante el manejo especializado de la investigación, no se vea vulnerado su derecho fundamental de acceso a la justicia.
Por consecuencia, y siendo coherentes con nuestra responsabilidad legislativa, consideramos importante que este alto cuerpo colegiado fortalezca con su aprobación nuestra iniciativa, mediante la cual planteamos la adición de una fracción octava  al artículo 14 de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua, que tiene como propósito proponer la incorporación de un área  de investigación integrada por agentes especializados en la materia, con dominio de la lengua y la cultura de los pueblos originarios dentro de la estructura orgánica de la Agencia Estatal de Investigaciones; además de ello, se propone la reforma del párrafo segundo del artículo 11 de la Ley Estatal de los Derechos de los Pueblos Indígenas, cuyo objetivo pretende que las autoridades competentes provean lo necesario, a fin de que se conforme un cuerpo de especialistas certificados en técnicas de investigación criminal con dominio del idioma y la cultura de los pueblos indígenas originarios del Estado de Chihuahua y los radicados en él, con el propósito de favorecer, con la creación de dicho equipo, el derecho de acceso a la justicia de las personas de pueblos indígenas que se vean involucrados en hechos delictivos, tanto en el papel de imputados como víctimas de un ilícito.”
Ahora bien, al entrar al estudio y análisis de la iniciativa en comento, quienes integramos esta Comisión dictaminadora, formulamos las siguientes: 
C O N S I D E R A C I O N E S
I.- Al analizar las facultades competenciales de este Alto Cuerpo Colegiado, quienes integramos la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas, no encontramos impedimento alguno para conocer del presente asunto.
II.- El acceso a la justicia de la población en general y particularmente de quienes forman parte de los pueblos indígenas, es un derecho fundamental de tal magnitud que ha sido abordado, analizado y desarrollado tanto en el ámbito internacional, como en el interno de nuestro país, en función de una serie de variables que permiten identificar su complejidad, elementos y grado de cumplimiento, a partir de los estándares de los derechos humanos. Sin embargo, el contraste existente entre este reconocimiento formal y la falta de cumplimiento real es preocupante.
Los derechos de los pueblos indígenas han venido ganando un reconocimiento cada vez más evidente, tanto en la legislación como en la jurisprudencia nacional e internacional. Aunado a ello, la reforma en materia de justicia penal que se ha implementado paulatinamente desde hace poco más de una década, contiene importantes garantías en materia de protección a los derechos humanos, especialmente ampliando las facultades de las personas juzgadoras en la interpretación de las leyes a la luz de los derechos humanos.
Ahora bien, para centrar el tema que hoy se aborda, resulta indispensable en un primer momento poder identificar en qué consiste el derecho de acceso a la justicia y, de una manera general, se puede afirmar que conlleva como elementos intrínsecos, la facultad que posee toda persona de ser oída públicamente
, con las  debidas  garantías  y  dentro de  un  plazo  razonable,  por  un  juez  o  tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley
.
En este contexto, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas aprobó los denominados Principios y Directrices de las Naciones Unidas sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Sistemas de Justicia Penal
, constituyéndose así en el primer instrumento de carácter internacional sobre el derecho a la asistencia jurídica previa, durante y posterior a un juicio.
En ellos se establece el deber de los Estados de adoptar medidas especiales de protección y asistencia de peritos en derecho o letrados en dicha rama, a personas en situación de vulnerabilidad, primordialmente a quienes forman parte de los pueblos indígenas
, así como a otros grupos o personas considerados en situación de vulnerabilidad.
En dicho instrumento se reconocen las necesidades especiales de la gran mayoría de personas que pertenecen a los pueblos indígenas, particularmente a  recibir  asistencia  jurídica  gratuita,  así  como  lingüística  y  culturalmente adecuada;  sin  embargo,  al  mismo  tiempo,  visualiza  a  las  personas de origen indígena únicamente en su dimensión individual y no de manera colectiva como pueblo, en donde destaca una dualidad al ser tanto creadores, como  aplicadores de sistemas normativos internos o autónomos, lo que implica una pluralidad jurídica.

Otros instrumentos de carácter internacional, entre ellos la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, de fecha 13 de septiembre de 2007, en su artículo 4.1 establece como derecho el acceso a la justicia y la no discriminación. 

También la Convención Americana de Derechos Humanos que en los numerales 1 y 2 de su artículo 1, abordan entre los derechos y libertades reconocidos en la misma, la no discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

Así mismo, en su artículo 24 contempla el derecho de igualdad ante la ley y como consecuencia de ello señala que toda persona tiene derecho a igual protección legal, sea como víctima o como inculpado.
Un instrumento más de carácter internacional que robustece lo antes señalado, con la particularidad de que sus disposiciones se encuentran encaminadas a garantizar y proteger los derechos de poblaciones que constituyen una minoría y que por cuestiones de orden histórico han sido marginadas social, cultural y educativamente, es el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales
 que dentro de la amplia gama de aspectos que aborda, se encuentra el de garantizarles que puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos de carácter legal en que sean parte
, así como a que se tomen en consideración sus costumbres y su derecho consuetudinario
. 
Retomando el contenido de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas
, se debe señalar que viene a complementar lo establecido por el Convenio 169, pues igualmente aborda el derecho de acceso a la justicia que poseen, con la particularidad de que en las resoluciones que se dicten, deberán tomarse en cuenta las costumbres, tradiciones y sistemas jurídicos de los pueblos indígenas interesados
. 

El instrumento de referencia obliga a establecer las medidas pertinentes para garantizar que los pueblos indígenas puedan entender y hacerse entender en las actuaciones jurídicas, haciendo uso de los medios necesarios para ello
. 
En suma, uno de los elementos que debe ser cumplido para garantizar el derecho de acceso a la justicia, es precisamente el que quien acuda ante una autoridad judicial o administrativa, debe contar con la garantía de entender y hacerse entender en lo que se ha denominado lengua materna, es decir, a través del idioma que hable.
Así mismo, existen disposiciones jurídicas que obligan a las instituciones a que las víctimas u ofendidos cuenten con asesoría jurídica gratuita en cualquier etapa del procedimiento, así como a que se les provea de una persona traductora o intérprete cuando no hablen o entiendan el idioma español y tratándose de personas que formen parte de los pueblos o comunidades indígenas, se prevé particularmente la obligación de que se les designe intérprete que tenga conocimiento de su lengua y cultura, aún cuando hablen el español. Las anteriores obligaciones se encuentran previstas en los artículos 17 y 45 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Por otro lado, la Ley de Derechos de los Pueblos Indígenas del Estado de Chihuahua, señala categóricamente en su artículo 11 que en todos los juicios y procedimientos del orden jurisdiccional en los que sean parte los pueblos o las personas indígenas, el Estado debe asistirlos en todo tiempo, particularmente con traductores, intérpretes y defensores que tengan dominio de su idioma, conocimiento de su cultura y sistemas normativos internos. Es en este punto donde inciden las propuestas formuladas por los precursores de la iniciativa en estudio, para complementar su contenido y robustecer con ello las diligencias que se desarrollen de manera previa a un juicio, es decir, durante la etapa de investigación, a través de la actuación de policías investigadores especializados en la cultura indígena.
La Carta Magna tampoco es la excepción, ya que de manera similar prevé como derecho de los pueblos indígenas, en la fracción VIII del Artículo 2o., inciso A, el acceso pleno a la jurisdicción del Estado y para garantizarlo establece que en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales.
Por último, a fin de facilitar una rápida identificación y contenido de las disposiciones jurídicas vigentes que se pretenden reformar, así como las modificaciones específicas que se propone realizar a los ordenamientos legales a que hace referencia la iniciativa en análisis, se presenta un comparativo que contiene la redacción que se formula por la Comisión:

	Legislación Vigente
	Propuesta de la Comisión Dictaminadora

	
	

	LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA
	LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA

	
	

	
	Artículo 3 Bis. La Fiscalía General garantizará el personal con dominio del idioma y la cultura de los pueblos y comunidades indígenas, en los órganos que tengan mayor incidencia de casos que involucren a personas indígenas.

	
	

	Artículo 14. La Agencia Estatal de Investigación es la unidad orgánica de la Fiscalía General del Estado y contará para el ejercicio de sus atribuciones con la siguiente estructura orgánica:
	Artículo 14. …

	
	

	I. Un Coordinador General;
	I. …

	
	

	II. Cinco Coordinaciones Regionales en los términos del artículo 5 de esta Ley.
	II. …

	
	

	III. Un Coordinador para todas las Fiscalías Especializadas que tengan funciones de Investigación y Persecución del delito, distintas a las de Zona;
	III. …

	
	

	IV. Un Coordinador de Vigilancia de Audiencias Judiciales. (sic)
	IV. …

	
	

	V. Subcoordinadores Regionales de conformidad a la disponibilidad presupuestal;
	V. …

	
	

	VI. Jefes de grupos adscritos a las unidades de investigación;
	VI. …

	
	

	VII. Los agentes de investigación adscritos a las unidades de investigación.
	VII. Los agentes de investigación adscritos a las unidades de investigación.

Se garantizará la integración de agentes investigadores con dominio del idioma y la cultura de los pueblos y comunidades indígenas de que se trate.

	
	

	En el ejercicio de sus funciones recibirá las órdenes de investigación de los delitos directamente de los Fiscales Especializados o de los Fiscales de Distrito por Zonas, Coordinadores de las Unidades de Investigación y los agentes del Ministerio Público de que se trate, de conformidad con la legislación procesal penal, la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables.
	…

	
	

	El Coordinador de Vigilancia de Audiencias Judiciales y las unidades orgánicas que dependan de él, estarán para el debido cumplimiento de las atribuciones que señalen las disposiciones correspondientes.
	…

	
	

	El mando previsto en la fracción I tendrá la jerarquía de Comisario Jefe, los descritos en las fracciones de la II a la IV tendrán la Jerarquía de Comisario, el descrito en la fracción V asumirá la Jerarquía de Inspector Jefe, los de la fracción VI obtendrán la Jerarquía de Inspector, los de la fracción VII que tengan el nombramiento como agentes “A”, tendrán la Jerarquía de Oficial y los agentes “B” de Suboficial de conformidad con lo dispuesto en los artículos 152, 153 y 157, todos ellos de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública.
	…

	
	

	Las Jerarquías de las fracciones I, II y III, V y VI serán de libre designación por parte del Fiscal General del Estado y su asignación solo podrá recaer en elementos de seguridad pública que tengan el nombramiento de Oficial conforme al párrafo anterior, por lo que al término de su gestión o encargo, volverán al grado de Oficial. Las jerarquías de Oficial y Suboficial forman parte del Servicio Profesional de Carrera. Para la designación de la jerarquía descrita en la fracción IV se atenderán las disposiciones señaladas en el artículo 157 de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Púbica.
	…

	
	


En mérito de lo antes expuesto, se somete a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado, el siguiente proyecto de:
DECRETO
ARTÍCULO PRIMERO.- Se ADICIONA el artículo 3 Bis; y 14, fracción VII, un párrafo segundo, ambos de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua, para quedar en los siguientes términos:
Artículo 3 Bis. La Fiscalía General garantizará el personal con dominio del idioma y la cultura de los pueblos y comunidades indígenas, en los órganos que tengan mayor incidencia de casos que involucren a personas indígenas.
Artículo 14. …

I a VI. …

     VII. Los agentes de investigación adscritos a las unidades de investigación.

Se garantizará la integración de agentes investigadores con dominio del idioma y la cultura de los pueblos y comunidades indígenas de que se trate.
…

…

…

…

T R A N S I T O R I O
ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día uno de enero de dos mil veinticinco, previa publicación en el Periódico Oficial del Estado.
ECONÓMICO.- Aprobado que sea, túrnese a la Secretaría para que elabore la minuta de Decreto, en los términos en que deba publicarse.
D A D O en el Salón de Sesiones del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua, Chihuahua, a los doce días del mes de agosto del año dos mil veinticuatro.
Así lo aprobó la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas, en reuniones de fecha siete de agosto de dos mil veinticuatro.
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Esta hoja contiene las firmas de las personas que integran la Comisión de Pueblos y Comunidades Indígenas y el sentido de su voto respecto del dictamen que recae a la Iniciativa numero 809.
� El Artículo 14. 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966, establece que “toda persona tendrá  derecho  a  ser  oída públicamente y  con  las  debidas  garantías  por  un  tribunal  competente, independiente e imparcial”. 





� Artículos 8. 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 (Pacto de San José); 14. 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966; XXVI de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre del año de 1948 y 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948.


� Resolución 67/187 del  20 de diciembre de 2012.


� Principios y Directrices de las Naciones Unidas sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Sistemas de Justicia Penal, Resolución de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, 67/187 [sobre el informe del Tercer Comité (A/67/458)], 20 diciembre 2012; párrafos 32, 33, 57 y 58, inciso d).





� Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado en la ciudad de Ginebra, Suiza, el día veintisiete del mes de junio del año de mil novecientos ochenta y nueve. Publicación D.O.F. el 24 de enero 1991. Entrada en vigor para México el 05 septiembre de 1991.


� Artículo 12. Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus derechos, y poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien por conducto de sus organismos representativos, para asegurar el respeto efectivo de tales derechos. Deberán tomarse medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces.


� Artículo 8.


� Aprobada por la Asamblea General el 13 de septiembre de 2007.


� Artículo 40.


� Artículo 13.
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